
6) CASO CAYARA . PERÚ

 Derecho a la vida, Derecho a la integridad personal, 
Derecho a la libertad personal, Garantías judiciales, 
Derecho a la propiedad privada y Protección judicial

Hechos de la demanda: Supuestas ejecuciones extrajudiciales, tortu-
ras, detención arbitraria, desapariciones forzadas de personas y daños
contra la propiedad pública y de ciudadanos peruanos, víctimas de actos
ejecutados por miembros del Ejército del Perú iniciados el 14 de mayo de
1988, en el distrito (sic) de Cayara, Provincia de Víctor Fajardo, Departa-
mento de Ayacucho, luego de que un día antes, un grupo armado de
“Sendero Luminoso”, tendió una emboscada a un convoy militar del Ejér-
cito peruano en Erusco.

Fecha de interposición de la denuncia ante la Comisión: 17 de no-
viembre de 1988.

Fecha de interposición de la demanda ante la Corte: 14 de febrero de
1992.

ETAPA DE EXCEPCIONES PRELIMINARES

CIDH, Caso Cayara, Excepciones preliminares. Sentencia de 3 de fe-
brero de 1993. Serie C, núm. 14.

Composición de la Corte: Héctor Fix-Zamudio, presidente; Sonia Picado
Sotela, vicepresidente; Rafael Nieto Navia, Alejandro Montiel Argüello,
Hernán Salgado Pesantes, Asdrúbal Aguiar-Aranguren, Manuel Aguirre
Roca, juez ad hoc; presentes, además:Manuel E. Ventura Robles, secreta-
rio y Ana María Reina, secretaria adjunta.

Asuntos en discusión: Etapa de excepciones preliminares, Comisión
Interamericana (competencia, informes); Demanda (caducidad, retiro);
Informes de los artículos 50 y 51.1, naturaleza de sus plazos dentro de
ciertos límites de temporalidad y racionalidad; terminación anticipada
del proceso (litis finitio ).
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 Informe de los artículos 50 y 51.1 y la naturaleza de sus plazos,
aceptación de ciertas omisiones y retardo dentro de ciertos 
límites de temporalidad y racionalidad

37. La Corte ha analizado en otras oportunidades algunos aspectos del
artículo 51 de la Convención (Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones
preliminares, Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C, núm. 1, párrafo
62 y ss.; Caso Neira Alegría y otros, Excepciones preliminares, Senten-
cia de 11 de diciembre de 1991. Serie C, núm. 13, párrafo 32), pero no
las características o condiciones del plazo que contempla el inciso 1 de
este artículo. Para resolver adecuadamente las objeciones planteadas
por el gobierno deberá forzosamente referirse a él. Y para hacerlo deberá
ratificar su criterio tantas veces expresado de que el objeto y fin del tratado
es la protección de los derechos humanos y que a él hay que subordinar
la interpretación de todas las disposiciones del mismo, como lo dispone la
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados en su artículo 31
(Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones preliminares, op. cit., párra-
fo 30).

38. En el caso Neira Alegría y otros, la Corte ya había dictaminado
que, en virtud de que puede ser prorrogado, el plazo del artículo 51.1 no
es fatal (Caso Neira Alegría y otros, Excepciones preliminares, supra 37,
párrafos 32, 33 y 34). La seguridad jurídica exige, sin embargo, que los
Estados sepan a qué atenerse y no puede dejarse a la Comisión hacer uso
arbitrario de los plazos y menos aún si son de aquellos contemplados en
la Convención misma.

39. El artículo 51.1 estipula que la Comisión, dentro de los tres meses
siguientes a la remisión del informe, debe optar por enviar el caso a la
Corte o por emitir posteriormente su opinión o conclusiones, en ambas
hipótesis si el asunto no ha sido solucionado. En el curso del plazo, sin
embargo, pueden presentarse diversas circunstancias que lo interrumpan
o, incluso, que hagan necesaria la elaboración de un nuevo informe o la
reanudación del plazo desde el principio. En cada caso será necesario ha-
cer el análisis respectivo para determinar si el plazo venció o no y cuáles
fueron las circunstancias que razonablemente lo interrumpieron, si las
hubo.
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40. En el caso presente, el informe se remitió el 1 de marzo de 1991 y
el plazo hubiera vencido entonces el 31 de mayo. La demanda original
llegó por comunicación facsimilar a la Corte el lunes 3 de junio, es decir
tres días después del día calendario del supuesto vencimiento, si la pró-
rroga pedida por el Perú no lo afectare, en cuyo caso el vencimiento se
hubiera producido el 5 de junio, hecho sobre el cual la Corte no va a pro-
nunciarse ahora ni lo hará sobre la circunstancia de que la Comisión hu-
biera prorrogado los plazos. Una demanda que contiene imputaciones tan
graves como aquella a que nos referimos ahora, no podría considerarse
caduca simplemente por ello.

42. El anterior Reglamento de la Corte, aplicable a la demanda a que
nos referimos, establecía en su artículo 25.2 que “[s]i la Comisión desea-
se introducir un caso ante la Corte ...entregará conjuntamente con su
informe en veinte ejemplares, una demanda debidamente firmada”. En
el presente caso, la demanda antecedió a la recepción del informe pues,
mientras la primera ingresó a la Corte el 3 de junio de 1991, el segundo
llegó a la Secretaría de la Corte el 7 de junio.

La norma reglamentaria citada no debe ser aplicada de manera tal que
desvirtúe el propósito y el objeto de la Convención. Es un principio co-
múnmente aceptado que el sistema procesal es un medio para realizar la
justicia y que ésta no puede ser sacrificada en aras de meras formalidades.
Dentro de ciertos límites de temporalidad y razonabilidad, ciertas omisio-
nes o retrasos en la observancia de los procedimientos, pueden ser dis-
pensados, si se conserva un adecuado equilibrio entre la justicia y la segu-
ridad jurídica.

Otra cosa muy distinta es, por supuesto, la consideración del efecto
que sobre el plazo produjo la circunstancia de que la Comisión la hubiera
retirado para presentarla mucho tiempo después, punto que se analizará
en su oportunidad.

Retiro de la demanda, efectos

48. El retiro de la demanda no está regulado de manera expresa en la
Convención o en los Estatutos o Reglamentos de la Comisión y de la Cor-
te, pero esto no significa que sea inadmisible. Los principios generales
del derecho procesal permiten que la parte demandante pueda solicitar al
tribunal que no se tramite su demanda, cuando todavía no ha iniciado el
conocimiento del asunto, el cual comienza, generalmente, con la notifica-
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ción a la contraparte. Tanto más cuanto que el fundamento inicial de la
jurisdicción de la Corte, al tenor de lo previsto en el artículo 61.1 de
la Convención, radica en la voluntad de la Comisión o de los Estados
parte.

49. La notificación formal de la demanda en un asunto contencioso
ante la Corte no opera de manera automática sino que exige un examen
preliminar del presidente para verificar si se han cumplido los requisitos
esenciales de la instancia. Así lo ha establecido de manera expresa el ar-
tículo 27 del Reglamento vigente, que recogió la práctica reiterada que se
había seguido con anterioridad.

50. El retiro de la demanda en el caso sub judice no puede entenderse
comprendido en las situaciones reguladas por el artículo 42 del Regla-
mento aplicable en la fecha de presentación de dicha demanda, ya que ese
precepto se refiere a las hipótesis en las que ya está entablada la contro-
versia ante la Corte, casos en los que la renuncia unilateral o bilateral de
las partes a continuar el procedimiento no puede hacerse libremente, pues
“[l]a Corte podrá, teniendo en cuenta las responsabilidades que incum-
ben a ella, decidir que prosiga el examen del caso” (numeral 3).

51. En el caso sub judice la solicitud de retiro por parte de la Comisión
se produjo con anterioridad a que el presidente de la Corte pudiese efec-
tuar el examen preliminar de la instancia y, por tanto, que estuviese en
posibilidad de ordenar la notificación de la misma. El presidente ni si-
quiera había tenido conocimiento de la comunicación de 11 de junio de
1991, dirigida por la Comisión al gobierno para hacerle saber de la inter-
posición de la demanda en los términos del artículo 50.2 del Reglamento
de la Comisión.

52. La solicitud de retiro no era a primera vista injustificada o arbitra-
ria ya que la Comisión en su nota de 20 de junio manifiesta que el retiro
obedecía a “la solicitud del Ilustrado Gobierno del Perú y, con el fin de
que el procedimiento no ofrezca dudas en cuanto a su correcta aplica-
ción, así como para resguardar el interés de las partes, tanto del gobier-
no como de los peticionarios”. De acuerdo con el principio de buena fe,
no se podían poner en duda los motivos aducidos por la Comisión para el
retiro de su demanda.

53. En virtud de todo lo anterior, la Secretaría de la Corte, por instruc-
ciones de la Comisión Permanente, se limitó a acusar recibo de la nota de
retiro, pero sin calificar el acto mismo o su oportunidad porque, no ha-
biendo entrado el presidente al conocimiento del asunto cuyo trámite no
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se había iniciado, ni éste ni la Comisión Permanente hubieran podido ca-
lificarlo.

54. Estas consideraciones no se oponen a la jurisprudencia previa de la
Corte. En un caso anterior (Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones pre-
liminares, supra 37, párrafo 75) la Corte opinó que “la circunstancia de
que la Comisión haya introducido el caso ante la Corte, inequívocamente
indica que cesó su tramitación de conformidad con los procedimientos a
cargo de aquélla, para ser sometido a arreglo judicial. La presentación
de la demanda ante la Corte acarrea, ipso jure, el término de la sustan-
ciación del asunto por la Comisión”. En aquella oportunidad la Corte se
refería a la imposibilidad de que un caso se introdujera ante la Corte y la
Comisión prosiguiera con la sustanciación del mismo. La Corte no preci-
só entonces el sentido de “introducir un caso” o “presentar la demanda”
ni quiso, por supuesto, referirse a las mociones y actos posteriores de la
Comisión como sería retirar un caso, luego de presentado a la considera-
ción de la Corte, que es precisamente lo que debe tratarse ahora.

55. No existe en este momento razón alguna para que la Corte se pro-
nuncie sobre si la Comisión entendió el retiro como una cancelación de la
instancia o una renuncia a seguir con el trámite, aún judicial, del caso. La
Comisión ha manifestado que no fue así y no consta de las circunstancias
que aparecen en el expediente lo contrario. Antes bien, en la propia carta
de retiro la Comisión hace constar la intención opuesta (Cfr. Barcelona
Traction, Light and Power Company, Limited, Preliminary Objections,
Judgment, I. C. J. Reports 1964, p. 21).

56. Tampoco interesa decidir si los actos anteriores de la Comisión
eran nulos por errores en el trámite o si el derecho de defensa del gobier-
no se había visto afectado por la falta de remisión de unos documentos.

57. Lo que sí se debe analizar es si el retiro se produjo a instancias o
no del gobierno peruano y el beneficio que éste pudo derivar del mismo.
Para ello hay que puntualizar que la nota peruana en que solicita “no so-
meter el caso a la Corte” llega a la Comisión en la misma fecha en que
ésta lo envía por transmisión facsimilar al tribunal. De allí resulta claro
que el gobierno no podía solicitar el retiro de un caso que, a su conoci-
miento, no estaba aún presentado.

La nota peruana, sin embargo, contiene la insinuación de que los vicios
que —en su opinión— tiene el trámite del caso, “invalida[n] cualquier
otro procedimiento al que pueda[n] dar origen y faculta[n] al Perú a in-
hibirse en lo sucesivo de convalidar con su participación tales actos”.
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58. Podría entenderse que las dos cosas, es decir, la solicitud de no pre-
sentación de la demanda por la consideración de que podría haber nulida-
des en el trámite y la insinuación del gobierno peruano de que no partici-
paría en el proceso, indujeron a la Comisión a retirar el caso.

59. En su nota de 26 de agosto el gobierno insiste en que el retiro de la
demanda fue un acto unilateral de la Comisión, no solicitado por el Perú.
En la audiencia la Comisión reconoció que “[e]s cierto que el Gobierno
del Perú no pidió el retiro del caso, ni pidió la reapertura”. En esas con-
diciones, es indiferente si se benefició o no, como lo arguye la Comisión,
de los nuevos plazos que fueron un efecto del retiro porque, aunque lo hu-
biera hecho, ello no le impedía alegar el vencimiento del plazo como ex-
cepción preliminar. El hecho de retirar el caso no menoscabó el derecho
de defensa del Estado peruano ni le impidió ejercer cualquiera de los
otros derechos que la Convención le reconoce.

Caducidad de la demanda, equilibrio entre la protección
de los derechos humanos y la seguridad jurídica

60. Entre la fecha del retiro del caso y la presentación de la nueva de-
manda, transcurren más de siete meses. Independientemente de si el plazo
original vencía el 31 de mayo o el 5 de junio de 1991, no hay duda de que
el 14 de febrero de 1992, excede con mucho los límites de temporalidad y
razonabilidad que la Corte ha dicho que informan el procedimiento. Si la
Comisión entendió que el gobierno peruano había solicitado el retiro, tal
petición, por razonable que fuere, no podía ser atendida por estar agotado
el plazo que la Convención concede para introducir una demanda y, como
queda dicho, no es uno de aquellos factores que hubieran podido implicar
la suspensión de los términos.

61. La Corte declarará, sin haber entrado a la materia de fondo a que se
refiere la demanda de la Comisión, que ésta fue extemporánea. Sin em-
bargo, de la lectura del artículo 51 se infiere que una declaración de este
orden no puede implicar la neutralización de los demás mecanismos de
tutela contemplados en la Convención Americana y que, en consecuencia,
la Comisión conserva todas las demás atribuciones que le confiere ese ar-
tículo, lo que, por lo demás, coincide con el objeto y fin del tratado.

63. La Corte debe guardar un justo equilibrio entre la protección de los
derechos humanos, fin último del sistema, y la seguridad jurídica y equi-
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dad procesal que aseguran la estabilidad y confiabilidad de la tutela inter-
nacional. En el caso sub judice continuar con un proceso enderezado a lo-
grar la protección de los intereses de las supuestas víctimas, estando de
por medio infracciones manifiestas a las reglas procedimentales estableci-
das en la propia Convención, acarrearía la pérdida de la autoridad y credi-
bilidad indispensables en los órganos encargados de administrar el siste-
ma de protección de derechos humanos.

Puntos resolutivos

Por tanto, LA CORTE 

por unanimidad, 
1. Declara que la demanda de fecha 14 de febrero de 1992 fue inter-

puesta por la Comisión fuera del plazo establecido en el artículo 51.1 de
la Convención. 

por unanimidad, 
2. Declara que la Comisión mantiene las demás facultades que le con-

fiere el artículo 51 de la Convención. 
por unanimidad, 
3. Ordena archivar el expediente. 
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